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BOLETÍN INFORMATIVO* 
 

 

 

INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY DE REFORMA PARCIAL DE LA LEY 

ORGÁNICA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA, SANCIONADA POR LA 

ASAMBLEA NACIONAL 

En fecha 05 de mayo de 2016, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia dictó 

sentencia en el expediente signado con el número 16-0396, atendiendo un escrito presentado el 

21 de abril de 2016, por el Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, de conformidad 

con lo previsto en el artículo 214 del Texto Fundamental, donde solicita pronunciamiento sobre 

la constitucionalidad de la Ley de Reforma Parcial de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 

Justicia, sancionada por la Asamblea Nacional en sesión ordinaria del 7 de abril de 2016, 

remitida al Jefe de Estado a los fines previstos en el artículo 213 de la Constitución el día 11 de 

abril de 2016, tal como se evidencia de Oficio N° ANL.994/16, suscrito por el Presidente de la 

Asamblea Nacional, declarando la Inconstitucionalidad de la Ley de Reforma Parcial de la Ley 

Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, sancionada por la Asamblea Nacional en su sesión 

ordinaria del 7 de abril de 2016. En consecuencia, se preserva la vigencia de la Ley Orgánica del 

Tribunal Supremo de Justicia publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 

Venezuela N° 39.522 del 1 de octubre de 2010. 

La Sala estableció: 

IV 

MOTIVACIÓN PARA LA DECISIÓN 

La Sala resuelve sistematizar la motiva en cinco cardinales: 

1. DE LA ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA Y EXCLUYENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO 

DE JUSTICIA PARA LA INICIATIVA LEGISLATIVA EN MATERIA DE 

ORGANIZACIÓN Y PROCEDIMIENTOS JUDICIALES 

El artículo 204 constitucional pauta, en su cardinal 4, que la iniciativa de las leyes 

corresponde “4. Al Tribunal Supremo de Justicia, cuando se trate de leyes relativas a 

la organización y procedimientos judiciales” (subrayado nuestro). 

Esta previsión constitucional, que en criterio de la Sala es vinculante, se ha ejercido en 

varias oportunidades y, aun en el caso de que un proyecto de ley vinculado al Poder Judicial o al 

Sistema de Justicia no haya sido formalmente de iniciativa judicial, se ha aplicado la disposición 

contemplada en el artículo 211 eiusdem, que exige la consulta en la materia del “magistrado o 

magistrada del Tribunal Supremo de Justicia a quien éste designe, en representación del Poder 

Judicial”, para oír su opinión sobre el proyecto de ley que les atañe durante el proceso de 

discusión y aprobación. 
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En lo que concierne específicamente a la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia 

de 2004 y a la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 2010 (la vigente), se cumplió 

escrupulosamente con lo contemplado en el artículo 204, cardinal 4 de la Constitución. 

En efecto, en sesión de Sala Plena de fecha 28 de enero de 2003, se procedió a la 

consideración como Punto Único, de un anteproyecto de Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 

Justicia, el cual fue ampliamente debatido por los magistrados asistentes. En la reunión, los 

integrantes de la Plena acordaron remitirlo a la Asamblea Nacional, “anexando las 

observaciones consignadas por los Magistrados, ello en ejercicio de la iniciativa legislativa que 

le corresponde en la materia a este Alto Tribunal, de conformidad con lo previsto en el artículo 

204 del Texto Constitucional. Sometida la propuesta a la consideración de los presentes, resultó 

aprobada por quince votos” (subrayado de este fallo). 

En relación a la reforma de 2010, la Presidencia del Tribunal informó en la sesión de 18 

de marzo de 2009, que le había sido “asignada a este Alto Tribunal de forma directa la 

propuesta de la reforma”, tomando la iniciativa de asumir la coordinación de este trabajo. En la 

sesión de fecha 25 de marzo de 2009, se aprobó que participara en la Coordinación de la 

Reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia una comisión de magistrados 

(conjuntamente con la Presidencia), designados para esa labor. El 10 de diciembre de 2009, la 

Presidencia informó que la Sala Constitucional se encontraba trabajando con la Asamblea 

Nacional  en el Proyecto de Ley Orgánica. A tales efectos, se realizaron varias reuniones con 

abogados especialistas de esta Sala. 

En la sesión de la Sala Plena del 28 de abril de 2010, se informó que el proyecto de 

reforma se encontraba en la página web de la Asamblea Nacional y que podía ser revisado por 

todos los magistrados que integran el Tribunal, señalándose que el órgano legislativo estaba 

abierto para recibir cualquier observación. 

El 16 de junio de 2010, se informó al Pleno que el Proyecto de Reforma estaba ya en su 

etapa conclusiva, que fueron tomadas en consideración las recomendaciones del Tribunal 

Supremo de Justicia, aunque las observaciones de la Directora de la Defensa Pública habían sido 

enviadas a destiempo, pero que la Procuraduría General de la República había informado que las 

mismas habían sido “resueltas” en el texto aprobado en la Comisión pertinente. 

Terminado el trabajo legislativo, en el cual fue efectivamente aplicado lo dispuesto en el 

artículo 211 constitucional en lo atinente a la consulta permanente del Tribunal Supremo de 

Justicia, a través de sus representantes, en el proceso de formación de la ley, el proyecto fue 

definitivamente aprobado, por lo cual la Presidencia dio las instrucciones pertinentes para que se 

distribuyera “a todos los Magistrados, un ejemplar encuadernado de la novísima Ley Orgánica 

de[l] Tribunal Supremo de Justicia”, tal como consta del acta de la sesión de Sala Plena de fecha 

11 de agosto de 2010. 

El conocimiento sobre las sesiones de Sala Plena que demuestran que en 2004 y 2010 la 

iniciativa partió del Tribunal Supremo de Justicia, tiene lugar por la integración simultánea de 

los magistrados y magistradas en Sala Constitucional y en Sala Plena, lo cual está además 
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debidamente corroborado por las actas de las sesiones antes referidas, aprobadas por los 

integrantes de esta última Sala. 

Dentro de este contexto, esta Sala advierte que el Constituyente de 1999 ratificó en la 

materia lo que disponía la Carta de 1961, en su artículo 165, cardinal 4, que a la letra establecía: 

“Artículo 165. La iniciativa de las leyes corresponde: 

…omissis… 

4.- A la Corte Suprema de Justicia, cuando se trate de leyes relativas a la 

organización y procedimiento judiciales (…).” 

En definitiva, la iniciativa legislativa en materia de organización y procedimientos 

judiciales corresponde de manera exclusiva y excluyente al Tribunal Supremo de Justicia 

(artículo 204, cardinal 4). 

Ahora bien, adicional al obligatorio cumplimiento del artículo 204, cardinal 4, 

constitucional, es por igual y en todo caso un requisito imprescindible oír la opinión del Tribunal 

en el proceso de formación de la ley, según el aludido artículo 211 eiusdem, como efectivamente 

ocurrió con la actual ley. 

En lo que concierne a la Ley objeto de análisis se observa que, por una parte, no se acató 

la exigencia contenida en el artículo 204.4, referido a la iniciativa legislativa “cuando se trate de 

leyes relativas a la organización y procedimientos judiciales”. Y por la otra, de forma 

desconsiderada, se pretendió cumplir con la previsión contenida en el artículo 211 constitucional 

de manera irregular, irrespetuosa y con evidente fraude a la Constitución. 

Respecto de este último supuesto constitucional, se hace preciso señalar que el artículo 

211 exige una intervención útil, efectiva y obligatoria durante el “procedimiento de discusión y 

aprobación de los proyectos de leyes”, que incluye el derecho de palabra del “magistrado o 

magistrada del Tribunal Supremo de Justicia a quien éste designe en representación del Poder 

Judicial”; sin embargo, la Presidenta de la Comisión de Política Interior se dirigió mediante 

oficio, el día 4 de abril de 2016 en horas de la tarde a este Tribunal, para que respondiera un 

cuestionario exiguo e irrelevante (para saber si, como en una encuesta, se está de acuerdo con el 

proyecto) a más tardar el día 5 de abril de 2016. En primer lugar, esta Sala precisa que tal 

proceder no se compadece ni con la letra ni con el espíritu del artículo 211 constitucional y, en 

todo caso, ha debido solicitarse con la debida antelación que la Sala Plena designara el 

magistrado (o magistrada) al cual alude la citada disposición a fin de que realizara las 

observaciones pertinentes, dado que ni la Presidenta ni los demás integrantes de esta Sala 

Constitucional pueden adelantar opinión alguna sobre la propuesta de ley, por corresponder a la 

misma el control previo y posterior contemplado en el texto fundamental. 

Esta solicitud de respuesta a la encuesta también fue remitida al ciudadano Silio Sánchez 

Parra, en su condición de Director Ejecutivo de la Magistratura, el día 4 de abril de 2016 

(recibida a la 1:46 pm), aunque no esté expresamente requerida en el precitado artículo 211 

constitucional, quizá con el propósito de evidenciar la “amplitud” de la “consulta pública” 
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realizada. Una vez más, se reitera su irrelevancia, impertinencia y alejamiento del propósito del 

constituyente en la materia, amén de tratarse de una conducta irrespetuosa y fraudulenta a la 

Constitución. 

De otro lado, esta Sala aclara que el criterio contenido en el fallo de fecha 27 de 

septiembre de 2000 (expediente N° 00-2163), caso: Eduardo García, en amparo contra la 

Reforma del Código Orgánico Procesal Penal, no es aplicable al caso de autos, pues aun cuando 

en efecto, se ha admitido supra que en alguna oportunidad esta iniciativa judicial no se ha 

concretado, cuando la ley se ha referido a la organización del máximo Tribunal (o del Consejo de 

la Judicatura, bajo el régimen constitucional de 1961), se ha cumplido con dicha prescripción. 

Asimismo, el fallo señalado está referido a un momento histórico y jurídico excepcional 

enmarcado en el régimen de transición constitucional, por lo cual no se le podía aplicar (ni le era 

exigible) a la Comisión Legislativa Nacional, los principios y pautas para la legislación ordinaria 

contenidos en el Texto Fundamental para la Asamblea Nacional. 

En el mismo sentido, en sentencia número 9 del 1 de marzo de 2016, esta Sala 

Constitucional aclaró que: “(…) por su parte, el legislador, de manera correcta y pertinente, 

sancionó en 2010 una Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (cuya iniciativa 

legislativa corresponde al Poder Judicial de forma exclusiva y excluyente, de conformidad con 

el artículo 204 numeral 3 de la Constitución) (…)” (subrayado del presente fallo). 

En suma, la ley sometida a la valoración constitucional de esta Sala no cumplió con el 

presupuesto constitucional de la iniciativa legislativa que corresponde a este máximo Tribunal de 

la República, ni tampoco fue solicitada su intervención, la cual es imprescindible para el 

procedimiento de discusión y aprobación;  por lo tanto, la misma desde un punto de vista 

constitucional resulta totalmente írrita. Así se decide. 

2.      DE LA VOTACIÓN CALIFICADA PARA MODIFICAR UNA LEY ORGÁNICA 

La pretensión de modificar una ley orgánica dictada bajo la vigencia de la Constitución 

de la República Bolivariana de Venezuela requiere, en criterio de esta Sala, de la votación 

calificada contemplada en el primer aparte del artículo 203 constitucional. 

En efecto, este acápite estipula que: “Todo proyecto de ley orgánica, salvo aquel que esta 

Constitución califique como tal, será previamente admitido por la Asamblea Nacional, por el 

voto de las dos terceras partes de los o las integrantes presentes antes de iniciarse la discusión 

del respectivo proyecto de ley. Esta votación calificada se aplicará también para la modificación 

de las leyes orgánicas” (subrayado nuestro). 

Si se observa con detenimiento dicho párrafo, se advierte con claridad que el 

Constituyente no distinguió entre los distintos tipos de ley orgánica que prevé el artículo 203, a 

propósito de una eventual modificación. 

Al respecto, esta Sala Constitucional en su sentencia N° 2573 del 16 de octubre de 2002 

(Ley Orgánica contra la Corrupción), acoge parcialmente en su motiva lo que se expone en este 

fallo, en los siguientes términos: “Otra cuestión relevante es que la votación que exigía la 

Constitución de 1961, requerida para la sanción de la Ley Orgánica de Salvaguarda del 
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Patrimonio Público, es inferior a la que en la actualidad gobierna para la sanción de esa 

categoría de Ley, esto es, las dos terceras partes de los integrantes de la Cámara para el 

momento de iniciarse su discusión, como en efecto se constata de la copia certificada del acto de 

la sesión acompañada a los autos, de lo que se sigue que el actual proyecto de Ley, objeto de la 

presente solicitud, cuenta con una mayoría calificada, es decir superior, a la requerida para la 

sanción de la Ley cuya derogatoria se pretende, de manera que, estima esta Sala que se cumple 

en el caso de autos con el requisito contenido en la parte in fine del primer aparte del artículo 

203 de la Constitución, según el cual: ‘[E]sta votación calificada se aplicará también para la 

modificación de las leyes orgánicas’, de suerte que se verifica tal supuesto, de carácter 

necesario para modificar aquella, por aplicación inmediata de la norma, no obstante su rango 

de orgánica conforme a la derogada Constitución” (subrayado del presente fallo). 

Ciertamente, esta Sala Constitucional dictó el fallo N° 34 del 26-01-2004, que negó la 

necesidad del voto calificado para la sanción de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 

Justicia de 2004. Se estima que dicha sentencia es acorde con la realidad constitucional que se 

planteaba para ese momento y en relación al aludido texto legal. 

En efecto, la Ley de 2004 era una nueva ley, calificada como tal por el Constituyente de 

1999 y, en consecuencia, se debía aplicar lo previsto en el encabezamiento del artículo 203 

constitucional. No se trataba de una simple modificación de una ley (Ley Orgánica de la Corte 

Suprema de Justicia), por otra parte, preconstitucional. 

La misma Sala advirtió, en dicho fallo, que pudiera existir duda en cuanto al sentido que 

debe atribuirse al acápite incluido en el mismo primer aparte de la norma examinada (artículo 

203), de acuerdo con el cual “Esta votación calificada (de dos terceras partes) se aplicará 

también para la modificación de las leyes orgánicas”. 

Cita al respecto esta sentencia la opinión del magistrado emérito José Peña Solís, en su 

obra: La nueva concepción de las leyes orgánicas en la Constitución de 1999 (Revista de 

Derecho N° 1, Caracas, TSJ, 2000, págs. 98 y 99), quien considera que esta votación calificada 

se aplica –sin excepciones- para la modificación de leyes orgánicas (sea cual fuere su 

modalidad). 

En consecuencia, esta Sala Constitucional concuerda con el dispositivo del fallo 34/2004 

en que no era necesario el voto favorable de las dos terceras partes de los integrantes de la 

Asamblea Nacional para dar inicio a la discusión del proyecto de la Ley de 2004, pero no con 

base en que el quórum calificado solo se aplica para la modificación de leyes orgánicas pre-

constitucionales (Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia) o de aquellas designadas así por 

la Constitución; sino porque la Asamblea Nacional con la Ley de 2004 no pretendió nunca 

modificar la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia sino crear una nueva ley para una 

nueva institución que, por decisión del Constituyente de 1999, no requería dicha votación 

calificada. 

En conclusión, esta Sala reitera que, tal como lo exige el Constituyente, se requiere la 

mayoría calificada de las dos terceras partes de los integrantes presentes de la Asamblea 

Nacional, antes de la discusión del respectivo proyecto de ley, cuando se trate el mismo de una 
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modificación de una ley orgánica, sea cual fuere su tipo o modalidad, según lo contemplado en el 

artículo 203 constitucional. Así se decide. 

3. DE LA “RAZONABILIDAD” REQUERIDA Y DE LA AUSENCIA DE 

JUSTIFICACIÓN LÓGICA PARA EL INCREMENTO DE MAGISTRADOS DEL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

El artículo 262 constitucional estableció las Salas con las cuales funcionaría el Tribunal 

Supremo de Justicia, pero no su integración, a pesar de que en el debate constituyente se había 

aprobado, en la primera discusión, que cada Sala (salvo lógicamente la Plena) estaría integrada 

por tres (3) magistrados, lo cual se modificó en segunda discusión en cuanto a la Sala 

Constitucional, que se llevó a cinco (5) magistrados. En todo caso, la Asamblea Nacional 

Constituyente al hacer las designaciones provisionales de magistrados el 22-12-1999, nombró 

tres (3) magistrados en cada Sala con excepción de la Sala Constitucional donde designó cinco 

(5) magistrados. 

De tal manera, que la Constitución encomendó a la Ley Orgánica del Tribunal Supremo 

de Justicia determinar la integración definitiva de las Salas, en el mencionado artículo 262. 

El legislador de 2004, sustentado en el criterio del “volumen de trabajo de las Salas”, 

dotó a la Sala Constitucional de siete (7) magistrados y a cada una de las otras Salas de cinco (5) 

integrantes. 

La Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 2010 ratificó dicha integración, por 

lo cual el número total de magistrados es de treinta y dos (32). 

Ahora bien, la determinación del número de magistrados debe guiarse por principios de 

racionalidad y de razonabilidad. 

El texto “Terminología Jurídica Venezolana de Emilio CALVO BACA (Caracas. 

Ediciones Libra, C.A. 2011), distingue la “ratio legis”: “razón o espíritu informador de una 

ley que el juez y el intérprete deben tener en cuenta al tratar de aplicarla a los casos concretos o 

al estudiar su alcance”; de la “ratio iuris”, que es “la razón deducida del derecho objetivo y que 

por reflejar el espíritu o tendencia del ordenamiento jurídico puede ser invocada para la 

solución de un caso concreto no previsto claramente por la norma legal” (Pág. 696) (subrayado 

nuestro). 

Es decir, una cosa es la razón deducida del derecho positivo –la integración de las Salas 

corresponde al legislador- y otra la racionalidad o razonabilidad de una prescripción normativa, 

de acuerdo a la lógica, espíritu o tendencia del ordenamiento jurídico. 

En consecuencia, en el caso de que el Constituyente no haya estipulado expresamente la 

integración de las Salas del Tribunal Supremo de Justicia (lo cual ocurre con el texto de 1999), el 

legislador debe acudir a una “rational basis” para suplirlo o desarrollarlo, lo que es lo mismo, 

debe realizar “un fundamento razonable. Es decir, un fundamento o motivo que razonablemente 

cabe atribuir a una ley” (idem). 
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Para ello debemos recurrir a la razón jurídica, que si no se encuentra en el Derecho 

positivo (en este caso, en la Constitución) –ratio legis-, debemos buscarla en los principios 

generales del ordenamiento vigente –ratio iuris- (Guillermo CABANELLAS. Diccionario 

Enciclopédico de Derecho Usual. Buenos Aires. Editorial Heliasta, S.R.L. 1998. Págs. 16-21). 

De tal manera que, en la materia, el legislador debe ser razonable, es decir, ajustado a la 

razón, moderado y racional, sin exageración ni abuso. 

El legislador de 2004 aplicó una solución razonable, conforme con la experiencia vivida 

entre 2000 y 2004, en cuanto a los requerimientos que la población hacía de los servicios del 

Tribunal Supremo de Justicia; e incrementó moderadamente y de manera igualitaria entre las 

Salas, el número de magistrados. 

Pero aumentar de una manera desmesurada los magistrados de una Sala en particular, 

atentaría contra uno de los Poderes que integra la organización jurídico-política adoptada por el 

pueblo venezolano al votar de manera aprobativa la nueva Constitución. 

            En efecto, el injustificado incremento de los magistrados de la Sala Constitucional viola 

los principios de autonomía e independencia del Poder Judicial (artículos 136, 137, 253 y 267), 

de supremacía constitucional (artículo 7), de protección judicial del texto fundamental (artículo 

335) y el principio democrático (artículo 2 y 6), todos expresamente contenidos en la 

Constitución vigente. Es preciso, además, observar que siendo la Sala Constitucional otra Sala 

más integrante del Tribunal Supremo de Justicia, y no un Tribunal Constitucional autónomo, el 

desproporcionado aumento de sus integrantes rompería el equilibrio de la Sala Plena, ya que 

sobrerepresentaría una Sala en detrimento de las otras y podría incidir en la resolución de las 

competencias propias de esta última Sala, como lo son, entre otras, el Gobierno y la 

Administración del Poder Judicial. 

Por otra parte, la Exposición de Motivos de la ley sancionada justifica el incremento del 

número de integrantes de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, por la 

trascendencia y el número de atribuciones que la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela le asigna a la Sala y la expansión de la protección internacional de los derechos 

humanos, que exige respuestas a este tipo de órganos en materia de control de convencionalidad. 

Al respecto, debe advertirse que la Sala Constitucional, con el número de magistrados 

que hoy la integran, tiene estadísticas que revelan claramente la suficiencia y capacidad de sus 

miembros para ejercer las atribuciones y competencias que constitucional, legal y 

jurisprudencialmente le han sido asignadas. 

A título de ejemplo, podemos referir las siguientes estadísticas debidamente avaladas por 

la Secretaría de la Sala: 

(…) 

Como se observa del cuadro precedente, la Sala Constitucional ha liderado globalmente 

durante los tres (3) años anteriores la producción de sentencias en relación al resto de las Salas 

que integran este máximo Tribunal. 
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Por lo tanto, no es pertinente el incremento desmesurado e ilógico del número de 

magistrados (más del doble), sino también el aumento de gastos en materia de personal 

profesional calificado, de funcionarios administrativos y demás trabajadores, sin previsión 

presupuestaria; además de la necesaria y previa adecuación de áreas físicas, dentro del marco de 

una situación excepcional que ha conducido a un decreto de estado emergencia económica, el 

cual sigue vigente. De tal manera, que la justificación asomada en la Exposición de Motivos no 

está debidamente soportada ni económica ni racionalmente, no existiendo una estimación de la 

incidencia o impacto presupuestario debidamente sustentado, de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 103 del Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional. 

La impertinencia del incremento de los magistrados se hace aún más evidente cuando se 

advierte que las causas ingresadas y publicadas en los últimos tres (3) años ha sido inferior a los 

asuntos ingresados y resueltos entre los años 2000 y 2004, ambos inclusive, como se observa del 

cuadro que se transcribe a continuación, suministrado por la Secretaría de la Sala. 

(…) 

Como puede observarse, de todos los cuadros contenidos en el presente cardinal de la 

motiva, el número de causas en la Sala ha disminuido en los últimos años, por lo cual es 

absolutamente injustificable la pretensión contenida en la ley sancionada sometida a análisis, de 

incrementar sus magistrados 

Además, esta Sala debe advertir que en su sentencia N° 269 de 21 de abril de 2016, que 

está referida a la demanda de nulidad por razones de inconstitucionalidad intentada por el 

ciudadano JUAN CARLOS CALDERA y otros contra la Reforma Parcial del Reglamento de 

Interior y de Debates de la Asamblea Nacional, publicada en la Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela N° 6.014 Extraordinario del 23 de diciembre de 2010; acordó 

“(…) que el informe sobre el impacto e incidencia presupuestaria y económica, o en todo caso, 

el informe de la Dirección de Asesoría Económica y Financiera de la Asamblea Nacional que 

debe acompañar a todo proyecto de ley, a que se refiere el numeral 3 del artículo 103 del 

Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional, son requisitos esenciales y 

obligatorios sin los cuales no se puede discutir un proyecto de ley, y que los mismos, en 

previsión de los artículos 208, 311, 312, 313 y 314 de la Constitución, deben consultarse con 

carácter obligatorio por la Asamblea Nacional –a través de su Directiva- al Ejecutivo Nacional- 

por vía del Vicepresidente Ejecutivo- a los fines de determinar su viabilidad económica, aun los 

sancionados para la fecha de publicación del presente fallo, en aras de preservar los principios 

de eficiencia, solvencia, transparencia, responsabilidad y equilibrio fiscal del régimen fiscal de 

la República, tomando en consideración las limitaciones financieras del país, el nivel prudente 

del tamaño de la economía y la condición de excepcionalidad económica decretada por el 

Ejecutivo Nacional (…)”.  Esta exigencia fue ratificada por la Sala en su fallo número 327 de 

fecha 28 de abril de 2016, para motivar la nulidad parcial de la Ley de Bono para Alimentos y 

Medicinas a Pensionados y Jubilados. 

Finalmente, no se evidencia de los recaudos acompañados a la ley, las consultas 

contempladas en el artículo 101 eiusdem, con las exigencias allí contempladas. En resumen, la 
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reforma propuesta debe ser razonable y congruente con el ordenamiento jurídico constitucional. 

A esos efectos, ninguna Sala debe ser “hipertrofiada” sin fundamento lógico y sin tomar en 

cuenta las condiciones humanas y materiales para su efectiva implementación. Así se declara. 

4. DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL TRÁMITE PROCEDIMENTAL PARA 

SUSTANCIAR LA SOLICITUD CONTENIDA EN EL TERCER APARTE DEL 

ARTÍCULO 214 DE LA CONSTITUCIÓN 

En la ley bajo análisis se modifica el artículo 145 de la Ley para excluir de las causas no 

sujetas a sustanciación, la contemplada en el artículo 25 cardinal 15 eiusdem. Es decir, para 

establecer un trámite procedimental no previsto en el artículo 214 de la Constitución, cuando el 

Presidente de la República solicite a la Sala Constitucional su pronunciamiento sobre la presunta 

inconstitucionalidad de una ley sancionada o de alguna de sus disposiciones. 

Esta modificación es abiertamente inconstitucional, pues agrega un procedimiento no 

previsto por el Constituyente de 1999 (ni tampoco por el de 1961 –artículo 173 constitucional, 

último aparte-), en un asunto de mero derecho. 

En el proyecto de Reforma se crea, además, un nuevo artículo, con el número 146, que 

crea el procedimiento aludido en el ordinal anterior, a todas luces inconstitucional. Pero además, 

en la misma disposición –in fine-, condiciona el cumplimiento de una sentencia que declare la 

inconstitucionalidad parcial de la norma cuestionada, al voto favorable de la mayoría absoluta de 

los diputados o diputadas presentes, con lo cual violenta el carácter vinculante de las decisiones 

de la Sala Constitucional contenido en los artículos 334 y 335 del texto fundamental. 

Las disposiciones finales segunda y tercera de la Ley en estudio, en la medida en que las 

modificaciones propuestas a los artículos 8 y 145 y la creación del artículo 146 son 

inconstitucionales; deviene inexistente y sin ninguna aplicabilidad, al igual que el ordinal 

SEXTO, que alude a la aprobación y publicación de esta propuesta de reforma. Así se decide. 

5.      DE LA DESVIACIÓN DE PODER 

Finalmente, además de las violaciones constitucionales objetivas que la Sala ha analizado 

en las páginas anteriores; es preciso señalar que del texto de las normas propuestas debe 

advertirse con claridad un vicio, igualmente inconstitucional: la desviación de poder. 

En tal sentido, el artículo 139 de la Carta Fundamental pauta que “el ejercicio del Poder 

Público acarrea responsabilidad por abuso o desviación de poder o por violación de esta 

Constitución o de la ley” (subrayado de este fallo). 

Dicho vicio originalmente se le atribuía con exclusividad a la Administración Pública 

(Poder Ejecutivo), quedando formulado en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos 

(artículo 12), en los siguientes términos: “Aun cuando una disposición legal o reglamentaria 

deje alguna medida o providencia a juicio de la autoridad competente, dicha medida o 

providencia deberá mantener la debida proporcionalidad y adecuación con el supuesto de hecho 

y con los fines de la norma, y cumplir los trámites, requisitos y formalidades necesarios para su 

validez y eficacia” (subrayado de este fallo). 
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Es decir, que aun tratándose el acto de una manifestación de su competencia normativa, 

debe adecuarse a los fines previstos por el Constituyente o legislador, además de seguir el iter 

procedimental pautado para ello. 

En la Constitución de 1999, este vicio está referido, como se indicó supra, en el artículo 

139 y puede manifestarse en el accionar de cualquiera de los órganos del Poder Público. De tal 

manera, que hay desviación de poder cuando el funcionario u órgano “que tiene competencia 

para tomar una decisión en una situación de hecho concreta, efectivamente decide, pero no para 

cumplir los fines previstos en la norma, sino para otros distintos” (Emilio CALVO 

BACA. Ibídem; pág.272). 

Es evidente que el objetivo de la Asamblea Nacional al incrementar el número de 

magistrados de la Sala Constitucional a quince (15) persigue no el “optimizar” el funcionamiento 

de la Sala en el ejercicio de sus múltiples atribuciones (lo cual no tiene sustento en la realidad 

como se advierte de las estadísticas que demuestran el óptimo funcionamiento de la Sala 

Constitucional, así como su productividad), sino copar de nuevos integrantes esta instancia 

judicial para entorpecer la labor de la máxima instancia de protección de la Constitución, con 

fines claramente políticos. 

Debe advertirse que el hecho de que el constituyente le haya asignado al alto cargo de 

magistrado del Tribunal Supremo de Justicia el período más largo entre todos los funcionarios de 

designación o de elección (doce [12] años), así como los requerimientos y exigencias para su 

postulación y selección, evidencian su propósito de apartarlos de los eventuales cambios en la 

correlación de fuerzas políticas-partidistas en el seno de la Asamblea Nacional, cuyo período es 

de cinco (5) años. Es decir, que hay una objetiva voluntad constitucional de no someter la 

integración del máximo Tribunal del Estado, a los vaivenes y cambios de los poderes 

intrínsecamente políticos. En este sentido, la citada sentencia número 9/2016 estableció que los 

magistrados son los “(…) funcionarios que ostentan el período constitucional más amplio de 

todos: doce -12- años (art. 264 Constitucional) siguiendo la tradición constitucional en ese 

sentido; soportada en la necesidad y en el imperativo de no someter a este árbitro del Estado y 

de la sociedad, a los cambios en la correlación de fuerzas a lo interno del Parlamento: Ente 

esencialmente político; para no incidir negativamente en la independencia e imparcialidad de 

aquél y, sobre todo, en el mantenimiento del Estado Constitucional de Derecho (…)”. 

Asimismo, la creación de un trámite procedimental para “sustanciar” la solicitud de 

declaración de inconstitucionalidad presentada por el Presidente de la República (artículo 214 

constitucional), no persigue subsanar una insuficiencia del Texto Fundamental ni de la vigente 

Ley Orgánica en caso de controversia entre el Poder Ejecutivo y la Asamblea Nacional; sino 

introducir un trámite inconstitucional dentro de una modalidad de control previo que, por su 

naturaleza, es de mero derecho. 

Dicho trámite no es solo “contra natura”, sino que persigue subliminalmente dificultar el 

pronunciamiento oportuno de la Sala para que transcurra el lapso perentorio que el Constituyente 

dispone, introduciendo el análisis de admisibilidad, una audiencia constitucional y hasta la 

posibilidad de “presentar pruebas, según el tema de controversia”. 
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No es necesario extenderse más sobre este punto, ya desarrollado en las páginas que 

anteceden. Por lo tanto, a manera de conclusión, debe insistirse en que las intenciones 

subyacentes al proyecto configuran una evidente desviación de poder, que añade otro vicio de 

inconstitucionalidad a los ya advertidos, vicio que ha sido ya señalado por esta Sala en sus 

sentencias números 259 del 31 de marzo de 2016 (caso: constitucionalidad de  Ley de Reforma 

Parcial del Decreto N° 2.179 con Rango, Valor y Fuerza de la Ley de Reforma Parcial de la Ley 

del Banco Central de Venezuela) y  264 del 11 de abril de 2016 (caso: Ley de Amnistía y 

Reconciliación Nacional); y así se declara. 

En atención a la naturaleza de este pronunciamiento, esta Sala ordena la publicación 

íntegra del presente fallo en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela y en la 

Gaceta Judicial, en cuyos sumarios deberá indicarse lo siguiente: 

  “Sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, 

que declara la inconstitucionalidad de la Ley de Reforma Parcial de la Ley 

Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, sancionada por la Asamblea 

Nacional en sesión ordinaria del 7 de abril de 2016”. 

V 

DECISIÓN 

Por las razones que anteceden, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, 

administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley, declara: 

1)      INCONSTITUCIONAL la Ley de Reforma Parcial de la Ley Orgánica del Tribunal 

Supremo de Justicia, sancionada por la Asamblea Nacional en su sesión ordinaria del 

7 de abril de 2016. En consecuencia, se preserva la vigencia de la Ley Orgánica del 

Tribunal Supremo de Justicia publicada en la Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela N° 39.522 del 1 de octubre de 2010. 

2)   SE ORDENA la publicación íntegra del presente fallo en la Gaceta Oficial de la 

República Bolivariana de Venezuela y en la Gaceta Judicial, en cuyos sumarios 

deberá indicarse lo siguiente: “Sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo de Justicia, que declara la inconstitucionalidad de la Ley de Reforma 

Parcial de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, sancionada por la 

Asamblea Nacional en sesión ordinaria del 7 de abril de 2016”. 

Para ver el contenido completo pulse aquí o visite el siguiente vínculo: 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/mayo/187589-341-5516-2016-16-0396.HTML 

05 de mayo de 2016 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito es difundir 

información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe no puede ser interpretado como 

una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se recomienda consultar especialistas en la materia 

para la aplicación de su contenido. Quedan expresamente reservados todos los derechos. 
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